242.116: "Reale Alberto Angel y otros c/ SEMACAR S.A. s/ Daños y Perjuicios". 

Registro Nº 11/09

/// la ciudad de La Plata, capital de la Provincia de Buenos Aires, a los  17 días del mes de Febrero de dos mil nueve, reunidos en Acuerdo Ordinario los señores jueces de la Sala Tercera de la Excma. Cámara Primera de Apelación doctores CARLOS ALBERTO PEREZ CROCCO y JUAN MANUEL LAVIE (H), para dictar sentencia en estos autos caratulados: "Reale Alberto Angel y otros c/ SEMACAR S.A. s/ Daños y Perjuicios" (causa nº 242.116), se practicó el sorteo de ley que determinó que la votación debía tener lugar en el siguiente orden: PEREZ CROCCO-LAVIE (H).



C U E S T I O N E S

1ra. ¿Es justa la sentencia apelada?


2da. ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?



V O T A C I O N

A la primera cuestión el señor juez doctor Pérez Crocco dijo:

I. Sentencia-Agravios.

1. En la sentencia de fs. 750/764, se ha dispuesto hacer lugar a la demanda de daños y perjuicios incoada por Alberto Angel Reale, Ricardo Oscar Pérez, María Rita Pérez, Neri Beatriz Pérez, María de los Angeles Pérez, Miguel Angel Pérez, Pedro José Pérez, Gustavo David Pérez, Verónica Edith Pérez y Matías Javier Pérez (todos hijos del Sr. Rito Oscar Pérez) contra Servicios de Mantenimiento de Carreteras S.A. (SEMACAR S.A.), condenándose a ésta última a pagar a los actores las sumas que se indican en el fallo, con intereses a la tasa pasiva y costas. A su vez, la sentencia hizo extensiva la condena a la aseguradora citada en garantía "Omega Cooperativa de Seguros Limitada" (en liquidación).


2. A fs. 769 y 767 apelaron los apoderados de sendas partes, apoyando sus recursos en las expresiones de agravios que en ese orden se agregaron a fs. 803/804 y fs. 806/819. En la primera de esas piezas el apoderado de los actores se queja, en primer lugar, por la manera en que ha sido tratado el resarcimiento que pidiera el coactor Alberto Angel Reale por lucro cesante; y, luego por la tasa de interés pasiva que aduna el fallo sobre el capital de la condena. Por su parte, en el segundo libelo, el representante convencional de la sociedad demandada se agravia por la responsabilidad que se le atribuye a SEMACAR S.A.


3. A fs. 825 se dictó la providencia de "autos para sentencia", procediéndose posteriormente al sorteo de la causa.


II. El "an debeatur".

Por razones de un mejor ordenamiento corresponde tratar en primer lugar los agravios vertidos por SEMACAR S.A. toda vez que los mismos apuntan a poner en crisis el juicio de responsabilidad que contiene la sentencia apelada.


1. El origen del pleito se remonta a un accidente ocurrido el día 16 de Noviembre de 1996, aproximadamente a las 1,30 hs., sobre la Ruta 205, cuando el Sr. Rito Oscar Pérez, quien conducía un camión y semirremolque cargado de hacienda, al llegar al kilómetro 190, colisiona de frente contra un vacuno que se encontraba sobre la cinta asfáltica, prosiguiendo con otro impacto contra un segundo animal, que también se encontraba sobre el carril en que circulaba el camión. Como consecuencia de los impactos el chofer Pérez disminuye la velocidad, produciéndose un acople denominado "tijera", dado el peso y la velocidad que llevaba el semirremolque, lo que finalmente motivó el vuelco de sendos rodados sobre la banquina opuesta a su carril.


La sentencia atribuye la responsabilidad del evento a SEMACAR S.A., concesionaria de la ruta en la que acaece el accidente. Responsabilidad que funda, en primer lugar, en la teoría que califica a la naturaleza jurídica de la vinculación existente entre el concesionario y el usuario como una "relación de consumo" que resulta comprensiva de derechos de naturaleza contractual, lo cual trae aparejado el deber de seguridad, que obliga al concesionario a adoptar las medidas de prevención adecuadas a los contratos de riesgos existentes en las rutas concesionadas, en tanto resulten previsibles (art. 42 de la Const. Nacional; art. 5 de la ley 24.449; ley 24.240; CSN. in re: "Ferreyra...", sent. del 21-3-2006). Luego, analizando el alcance de la obligación de seguridad aludida, las circunstancias fácticas que detalla y con pie en el voto del Dr. Roncoroni en la causa Ac. 85.395 dictada por la SCBA, con fecha 14/12/05, concluye que la concesionaria incumplió manifiestamente con el deber de seguridad y prevención que le imponía evitar que ningún animal esté suelto en el corredor y sus inmediaciones.


La empresa condenada hace oír su protesta sosteniendo que el fundamento de la relación de consumo y su correlativa obligación de seguridad -como sostiene la CSN- puede resultar aplicable al estado de la capa asfáltica pero de modo alguno a los animales sueltos, porque en tales casos es reiterada y contundente la clásica doctrina y jurisprudencia que cita donde -para estos casos- claramente se aplica el art. 1124 del Cód. Civil que atribuye la responsabilidad por los animales sueltos en las rutas a sus dueños; propietarios que en el caso fueron identificados -Lilli y Barroso- pero que no fueron demandados. Sobre este razonamiento, pivotea lo relevante de la queja, amén de la negativa acerca de la existencia de causalidad entre los animales sueltos liberados por terceros y el concesionario.


Aduce, en resumen, que el encuadre del caso, contrariamente a lo decidido en la sentencia en crisis debe realizarse en el marco de la denominada responsabilidad extracontractual, porque no hay contrato que vincule al usuario vial con el concesionario; ergo, sin contrato no puede haber responsabilidad contractual ni existe el deber de seguridad que sostiene el sentenciante. En apoyo de su postura el recurrente trae a colación los precedentes clásicos de la Corte Suprema de la Nación en los casos "Colavita....", sent. del 7-3-2000 y "Bertinat....", y otros precedentes judiciales de  tribunales de inferior rango.


Aduna, además, como eximentes de la responsabilidad que se le achaca a su representada por un lado, que la presencia de animales sueltos en las rutas siempre representan un caso fortuito o de fuerza mayor que el concesionario no puede evitar (ver acápite IV.D) y, por otro, que se trata del hecho de un tercero -el del dueño de los animales sueltos- por el cual la empresa no responde.


2. La manera en que ha quedado configurado el debate en esta instancia, nos pone en la necesidad de analizar una de las cuestiones más delicadas y controvertidas que presenta el derecho de daños en la actualidad, cual es la vinculada con la responsabilidad civil que pesa sobre las empresas concesionarias de peaje en los casos de menoscabos experimentado por usuarios que colisionan con animales sueltos en las rutas. El problema, frecuente y reiterado tiene múltiples causas y penosos efectos, lo más graves de los cuales se traducen, por lo general, en muerte o en lesiones del conductor y de personas transportadas 


Tengo para mí, que la tarea revisora debe comenzar por el análisis de la evolución que en el tiempo han tenido los distintos enfoques interpretativos que a nivel doctrinario y jurisprudencial se han formulado sobre la cuestión que nos ocupa. Cuatro son los criterios más relevantes, a saber: A) el de la responsabilidad extracontractual o criterio "tributarista"; B) el de la doctrina contractualista, C) el de la doctrina de la relación de consumo y D) el de la responsabilidad civil. Cada uno de ellos difiere sustancialmente en los fundamentos jurídicos en que reposa la relación entre concesionario vial y el usuario y en las conclusiones relativas a la responsabilidad por daños que de ello deriva. 


Analicemos, pues, las diferencias que existen entre ellos, a través de la esmerada síntesis efectuada por Ramón D. PIZARRO en su trabajo "Responsabilidad de las empresas concesionarias de peaje en un reciente fallo de la Corte Suprema" (ver Rev. L.L., t. 206-B-pág. 449 y sgtes.).


A) El criterio "tributarista" de la responsabilidad extracontractual o tesis restrictiva. 


Este criterio sostiene que la relación entre el usuario y la empresa concesionaria de peaje es de naturaleza extracontractual.


Quienes siguen esta tesitura afirman que el peaje no es un precio por el uso del camino porque no hay contrato entre el usuario y el concesionario, sino que es una prestación de naturaleza tributaria por la ejecución y explotación de una obra pública. El concesionario actúa por delegación de la Administración Pública y sus obligaciones, por lógica consecuencia, se circunscriben a las que asumió en virtud del marco normativo previsto en el contrato administrativo de concesión e instrumentos anexos. En lo principal, la obligación que asume es la de mantener, conservar, mejorar o ampliar la ruta, en base a parámetros determinados, asegurando la circulación normal de los automotores, en condiciones de indemnidad.


Adviértase, que para esta tesis, la empresa no es la dueña del camino y que sólo tiene a su cargo el cuidado y conservación material del mismo, en el marco de la concesión otorgada, por ende, sólo responde ante terceros damnificados cuando a raíz de incumplimiento de tales obligaciones impuestas por el marco regulatorio, éstos sufran daños. La imputación, según los casos, puede ser subjetiva (vgr. defectos de señalización, omisión de remoción de obstáculos en la ruta, etc., en cuyo caso deberá ser ponderadas bajo el prisma de los arts. 512, 1109, 902 y cc. del Cód. Civil, o puede ser objetiva derivada del riesgo o vicio de la cosa, cuando roturas del pavimento o presencia inesperada de baches provocan el daño (art. 1113, párr. 2º, "in fine" del Cód. Civil). Además, la responsabilidad de la empresa concesionaria no excluye, la que eventualmente pueda pesar de modo concurrente sobre otros legitimados pasivos, como por ejemplo el Estado, como dueño del camino (arts. 2311, 1113 del Cód. Civil) o por incumplimiento del deber de policía (art. 1112 y cc. del Cód. Civil) o ciertos terceros, verbigracia; el propietario de un animal suelto en la ruta (arts. 1113, 1124 del Cód. Civil).


Precisamente, en la materia que nos ocupa de daños causados por animales sueltos en la ruta, la responsabilidad debería recaer, en principio, sobre el dueño o guardián de ellos, según el régimen de los arts. 1124 a 1113 del Cód. Civil, toda vez que el poder de policía sobre la ruta pertenece al Estado concedente, es irrenunciable, y la empresa prestataria no es dueña ni guardiana del animal suelto no goza o saca provecho de él.

B) El criterio o doctrina contractualista.

Este es un criterio diametralmente opuesto al anterior y ha sido sustentado por una calificada doctrina, mayoritaria entre los iusprivatistas, según la cual la relación que existe entre la empresa concesionaria de peaje y el usuario es de naturaleza contractual (cfr. BUSTAMANTE ALSINA J.; MOSSET ITURRASPE; PARELLADA; ZAVALA DE GONZALEZ; despacho mayoritario de las VII Jornadas Bonaerenses de Derecho Civil; cit. por Pizarro en ob.cit.). Dicho vínculo genera básicamente dos obligaciones: a) una, de carácter principal, que es habilitar el tránsito en el corredor vial y mantener la carpeta asfáltica y banquinas en adecuadas condiciones a tal fin; b) otra, de carácter accesoria, que se plasma en el deber específico de seguridad por los daños que el usuario pueda sufrir durante la circulación.


Quienes siguen estas ideas básicamente sostienen lo siguiente:


a. La naturaleza que liga empresa y usuario no es tributaria sino contractual, por ende da nacimiento a un vínculo jurídico de derecho privado. En el precio del servicio que éste abona está incluido el IVA, lo cual pone en evidencia que no puede tratarse de un tributo sobre otro tributo (peaje). El usuario es consumidor final y no contribuyente.


b. La obligación que pesa sobre el concesionario es inferida del art. 1198 del Cód. Civil y, en su ámbito específico de los arts 5 y concordantes de la ley 24.240 en armonía y reglamentación de lo prescripto por el artículo 42 de la Constitución Nacional. En tanto algunos consideran que dicha obligación es de medios, con inversión de la carga de la prueba y basamento subjetivo, la mayoría se inclina por considerar que estamos ante una obligación de resultado, alcanzada por factores subjetivos de atribución. La distinción es trascendente en el plano de las eximentes, pues en el primer caso, a la empresa le bastaría con demostrar un obrar diligente, o lo que es igual, que adoptó las medidas de prevención razonablemente adecuadas, en tanto que, en el último supuesto, su responsabilidad sería más estricta y sólo se liberará probando la causa extraña.


Por esta vía se ha llegado a afirmar que la obligación de seguridad contractual del concesionario extiende el deber de reparar no sólo al daño causado por la presencia o aparición de animales sueltos sino a toda causal de dañosidad, en razón de que la concesionaria se exime únicamente acreditando la ruptura total o parcial del nexo causal, el hecho de la víctima o de un tercero por el cual no deba responder, o el caso fortuíto o fuerza mayor


c. Con éste enfoque, igual que en el anterior, la responsabilidad de la empresa concesionaria no excluye, la que eventualmente pueda pesar de modo concurrente sobre otros legitimados pasivos, como por ejemplo el Estado, como dueño del camino (arts. 2311, 1113 del Cód. Civil) o por incumplimiento del deber de policía (art. 1112 y cc. del Cód. Civil) o ciertos terceros, verbigracia; el propietario de un animal suelto en la ruta (arts. 1113, 1124 del Cód. Civil).


Esta jurisprudencia, que a veces se completa y complementa con el criterio de la relación de consumo, se ha impuesto paulatinamente en la jurisprudencia de los tribunales provinciales, dejando de lado la tesis extracontractual (cfr. BORAGINA-MEZA, "Responsabilidad civil de las empresas concesionarias de peaje con relación a los daños padecidos por el usuario", J.A. 1997-IV-826; id. "la responsabilidad de los concesionarios de rutas: un fallo ejemplar", J.A. 2000-IV-203; SAGARNA f. "Responsabilidad civil por daños causados por animales", Ed. Depalma. Bs. As. 1998, pág. 204; VAZQUEZ FERREYRA R., "La responsabilidad de los concesionarios viales por los animales sueltos en las rutas: otra sentencia en la senda correcta", RCyS, 1999, 461; BUSTAMANTE ALSINA J. "Responsabilidad por el daño que el estado de una autopista provoca al vehículo que circula por ella", L.L. 1992-D-194).


C) El criterio de la relación de consumo.

Fuertemente emparentada con la anterior doctrina, aunque avanzando sensiblemente sobre ella, encontramos esta tesis que emplaza la responsabilidad de la concesionaria en el terreno de la relación de consumo y en el ámbito específico de los principios y normas del derecho al consumidor (arts. 42 de la Const. Nacional, ley 24.240 y disposiciones concordantes; cfr. LORENZETTI R. "Concesiones viales ¿En qué caso hay responsabilidad?, en Rev. de derecho de daños nº 3, pág. 157; RINESSI A. "La desprotección de los usuarios viales", Rev. de derecho de daños nº 3, pág. 111; id. "El servicio público y la defensa del usuario", en L.L., 1995-E-1148; GALDOS J.M., "Peaje y animales sueltos ¿Clausura de un debate?", L.L. 2000-E-494. En apoyo de esta tesis se sostiene:


a. La concesión vial se encuentra en el campo de la relación de consumo, pese a no tratarse de un servicio público de los previstos expresamente en los arts. 25 y sgtes de la ley 24.240, conclusión que se impone por la "expansiva fuerza centrífuga de la ley de defensa al consumidor y las restantes normas administrativas que aluden, sin hesitación, a "los usuarios" de los servicios públicos reglándose un sistema de protección (vg. dec. 1994/93 (Adla, LIII-D, 4272, Cap. IV, art. 9, 10; Res. Sec. Obras y Servicios Públicos 111/90, Cap. III, 9).


b. Según GALDOS, si bien la mayor dificultad para emplazar la relación de consumo estriba en que el servicio (al que se refiere el art. 40 de la ley 24.999), no proviene de la acción activa del concesionario sino de la omisión de cuidado, ello no excluye que recaiga éste un deber jurídico de remover los obstáculos -incluidos los animales sueltos- en atención a que la "facultad" de actuar, cuando genera riesgos para los usuarios, se trasmuta en una carga de acción para evitar el daño. Se trataría de un servicio público "uti singuli", de carácter casi facultativo (o casi compulsivo), por frecuente ausencia de vías alternativas y gratuitas de circulación, que lleva la cuestión al referido terreno del derecho del consumo (en "Peaje y animales sueltos ¿Clausura de un debate?, cit.).


c. La relación jurídica de consumo, con el usuario, se perfecciona cuando éste accede, ingresa o usa la red vial, con abstracción de que haya pagado el peaje al arribar a la cabina de cobro o no.


d. En este campo de la relación de consumo, se impone el deber de responder de los entes viales por animales sueltos con diferencia de matices. Así la responsabilidad del concesionario puede ser subjetiva (arts. 512, 1074, 1109 del Cód. Civil), vg. por defectos de señalización y/o -como sostiene Lorenzatti- por la violación de un deber de previsión concreto; u objetiva, cuando derive del riesgo o peligrosidad del servicio (arts. 5, 6, 40 de la ley 24.420); y, de modo coincidente con las restantes doctrinas analizadas, concurre con la responsabilidad extracontractual que pesa sobre el Estado y, en su caso, sobre el dueño y guardián del animal.


e. Claramente sostiene, además, GALDOS que estas leyes que apontocan la responsabilidad de las concesionarias en la relación de consumo son posteriores y de rango superior a las disposiciones administrativas que procuraban eximir de responsabilidad a los concesionarios viales por daños de animales sueltos (ver su trabajo "Peaje, relación de consumo y animales sueltos: otro trascendente fallo",L.L. 2004-C-919).


D) El criterio de la responsabilidad civil:

Esta postura no toma partido por algún encuadre jurídico en particular, resolviendo el litigio sobre la base de los principios generales de la responsabilidad civil -acudiendo particularmente a la causalidad adecuada- y sin sujetarse estrictamente al enfoque extracontractual o negocial (Galdos J.M. "El fallo "Ferreyra" de la Corte Suprema Nacional sobre peaje, animales sueltos y relación de consumo", en J.A. 2006-II-218).


3. Sentados los criterios, veamos ahora la recepción que ellos han tenido en los distintos tribunales de nuestro país.


El primero de ellos -el de la responsabilidad extracontractual ha sido -como bien lo señala el recurrente- la clásica doctrina aplicada por diversos tribunales y fuertemente avalada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación cuando en el año 2000 dictó los primeros pronunciamientos específicos sobre la materia en los casos "Bertinat" (Fallos 323:305), "Colavita" (Fallos 323:318) y "Rodriguez" (Fallos 323:3599; L.L. 2001-D-5) donde, por mayoría, se impuso el criterio liberatorio de responsabilidad del concesionario por la presencia de animales sueltos, la que recaía únicamente en el propietario por aplicación del art. 1124 del Cód. Civil (cfr. GALDOS, ob. cit.; LOPEZ DEL CARRIL, G. "Animales sueltos en rutas y responsabilidad civil", en L.L. 1996-A-1329; id. "Hacia una consagración unánime de la doctrina de la irresponsabilidad del ente vial por accidente producto de animales sueltos", en L.L. 1999-E-143). 


En estos fallos la doctrina de la mayoría predicaba que "es inadmisible extender la responsabilidad del concesionario vial más allá de las obligaciones inherentes al estado de la ruta misma, ni exigirle el control de los alambrados linderos de la traza, en tanto el Reglamento de Explotación impone a los propietarios de los fundos aledaños el deber de adoptar las medidas tendientes a impedir la presencia de animales en el camino, erigiéndose responsables de todos los gastos que ocasione su retiro y de los daños que pudiera causar".


De esta manera, en el embretamiento de la responsabilidad extracontractual se hacía prevalecer el Reglamento de Explotación y las cláusulas del contrato de concesión por sobre las normas del Derecho Privado que regula la responsabilidad del concesionario. Se argumentaba que "no puede atribuirse responsabilidad a la concesionaria vial por el accidente provocado por la presencia de animales sueltos en la ruta, en tanto no puede asumir frente al usuario derechos o deberes mayores a los que correspondían al ente concedente, máxime si en el Reglamento de Explotación se había pactado que las funciones de policía de seguridad y de tránsito debían ser ejercida por la autoridad pública".


Concluyeron que "la cláusula del Pliego de Bases y Condiciones debe interpretarse en el contexto de las obligaciones propias del concesionario en torno a la remodelación, conservación y explotación del corredor vial conferido, enderezadas al mantenimiento y señalización de calzadas y banquinas, y a la oferta de servicios auxiliares al usuario". A ello se añadía, que la responsabilidad era del dueño y del guardián del animal por aplicación del art. 1124 del Cód. Civil.

Luego, en el año 2006, la actual composición de la Corte Nacional, primero en el caso "Ferreyra" y después en el caso "Bianchi" volvió a pronunciarse sobre el tema y si bien no abandonó formalmente la doctrina restrictiva adoptada en "Bertinat" y "Colavita", la fuerza vinculante de estos pronunciamientos ha quedado debilitada, dado que sólo fue seguida por los jueces Petrachi y Fayt. La mayoría se pronunció por la inadmisibilidad del recurso extraordinario por ausencia de arbitrariedad en la interpretación de que el peaje genera una típica relación de consumo. Más explícitamente se dijo que la relación de consumo era una exégesis válida (voto de la Dra. Highton de Nolasco) y que el encuadre de derecho constitucional era el único aplicable (voto de los Dres. Zaffaroni y Lorenzetti).


Por eso, entiende GALDOS, que a partir del precedente "Ferreyra" los tribunales inferiores podían interpretar la responsabilidad de los concesionarios viales sin estar constreñidos por la fuerza vinculante de la doctrina emergente de los casos "Bertinat" y "Colavita" a la que han acudido reiteradamente tribunales inferiores (y muy especialmente las Cámaras Nacionales en lo Civil y en lo Comercial) para eximir a los concesionarios de responsabilidad por la presencia de animales sueltos en la ruta. A partir de este antecedente tres de los cincos miembros de la mayoría sostienen que "puede" y "debe", respectivamente, acudirse al emplazamiento de la relación de consumo.

Ergo, desde el caso "Ferreyra" se ensanchó el margen interpretativo de los jueces de grado ya que a diferencia de lo que ocurrió antes, se sostuvo que no constituye un acto judicial descalificable interpretar que el derecho de consumo conforma la matriz jurídica de la responsabilidad de los concesionales viales (cfr. GALDOS, "El fallo "Ferreyra" de la Corte Suprema Nacional, animales sueltos y relación de consumo", en J.A. 2006-II-218; PIZARRO R. "Responsabilidad de las empresas concesionarias de peaje y un reciente fallo de la Corte Suprema", en L.L. 2006-B-449; id. "Responsabilidad civil por riesgo creado y de empresa", t. III, pág. 370, Ed. La Ley, Bs. As. 2006; RINESSI A. "Un fallo de la Corte Suprema reivindicador de los derechos del usuario", en L.L. 2006-C-490; CORREA J. "Responsabilidad del concesionario de rutas concesionadas: adhesión a la tesis contractualista y al derecho del consumidor", en L.L., 2006-C-490; LOPEZ DEL CARRIL G. "El fallo "Ferreyra": ¿la clausura de un debate?, RCyS, nº 6, junio 2006, pág. 49).


Con el caso "Bianchi", creemos, como GALDOS, que el debate sobre la naturaleza jurídica de la responsabilidad del concesionario de peaje se clausuró definitiva y auspiciosamente ya que el fallo implica un rotundo cambio de la jurisprudencia imperante hasta entonces, en la medida que queda consagrada, por mayoría, de que entre el usuario y el concesionario existe una relación de consumo con anclaje en el art. 33 de la Const. Nacional y pone el foco en las ideas nucleares del voto del Dr. Lorenzetti en "Ferreyra", aunque bajo el encuadre de una relación contractual entre usuario y concesionario. Los pilares esenciales que tipifican esa relación son: el peaje es un servicio; la contraprestación que paga el usuario es un precio; el principio rector es la norma válvula de la buena fé del art. 1198 del Cód. Civil; la obligación de seguridad del contrato esta "constituída por la prestación encaminada al mantenimiento de la ruta en todos sus aspectos y, también por deberes colaterales con fundamento en la buena fé"; entre esos deberes colaterales "existe un deber de seguridad, de origen legal, integrado en la relación contractual, que obliga al prestador a la adopción de medidas de prevención adecuadas a los concretos riesgos existentes en la ruta concesionada (ver considerandos 4 5 5; ver in extenso, las diferencias conceptuales de los votos de la mayoría y de la Dra. Highton de Nolasco, en el minucioso y completo trabajo del Dr. Galdos, en L.L. t. 2007-B-292 y sgtes.).


También cabe rescatar del caso "Bianchi" que en el mismo se opera un cambio rotundo en la doctrina del Alto Tribunal con la sostenida en su anterior composición cuando se sostenía que la responsabilidad del dueño o guardián del animal, en virtud de lo dispuesto por el art. 1124 del Cód. Civil, solo le incumbía a su propietario y excluía al concesionario vial (vg. caso "Expreso Hada", sent. del 28-5-2002) -tesis que prácticamente suprimía el deber de reparar de las empresas viales por animales sueltos salvo, por ejemplo, que el animal muerto constituyera un "obstáculo inerte" y la concesionaria omitiera removerlo. Ahora, la concurrencia de responsabilidad es posible, así resulta de la mayoría de opiniones de los jueces doctores Lorenzetti, Fayt, Maqueda, Petrachi y Argibay (considerandos 7 y 8) quienes resolvieron que la responsabilidad por la aparición de los animales sueltos no es únicamente atribuible a su dueño o guardián en los términos de los art. 1124 del Cód. Civil, lo que significa el ensanchamiento de la legitimación pasiva de la concesionaria y la posibilidad de que esta pueda ser demandada sin que sea necesario demandar al dueño o guardián o citarlo a juicio como tercero.

Por último, la tendencia interpretativa realizada por la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires expresada en la causa Ac. 82.395 (sent. del 14-12-2005) que en sus partes pertinentes transcribe el Dr. Torre en su sentencia, cabe ubicarla en la postura que denominamos "de la responsabilidad", porque no toma partido por ningún encuadre jurídico en particular, resolviendo el litigio sobre la base de los principios generales de la responsabilidad civil (ver voto de la mayoría compuesta por los Dres. Hitters, De Lazzari, Soria, Kogan y Genoud. En minoría, el Dr. Negri que se inclinó por la obligación contractual de seguridad; y el Dr. Roncoroni, que basa su voto en una obligación de seguridad especialmente de medios, de modo tal, que la conducta del concesionario no puede ir más allá de desplegar toda su diligencia y buenos oficios para que, con la máxima celeridad que las circunstancias lo permitan, se remuevan los obstáculos, para devolver al tránsito la fluidez y seguridad momentáneamente interrumpida por la acción de terceros.


4. Entrando ahora en el análisis de la sentencia y del recurso, debo enfatizar que el fundamento de la sentencia claramente surge de la adscripción que hace el A-quo, principalmente, a la doctrina que enmarca la vinculación entre concesionario y usuario como una relación de consumo, sin dejar de advertir que también media una relación contractual, con el implícito deber de seguridad de fuente constitucional (art. 42 de la Constitución Nacional; art. 5 de la ley 24.449; ley 24.240;). Postura que se encuentra avalada por la Corte Suprema de la Nación en los mencionados casos "Ferreyra" y "Bianchi", como vimos, donde claramente se ha dejado de lado el criterio "tributarista" de la responsabilidad extracontractual y, por ende, aquella doctrina clásica en virtud de la cual la responsabilidad de los animales sueltos en la ruta sólo le incumbía al propietario del animal en virtud de lo dispuesto por el art. 1124 del Cód. Civil.


Ergo, los argumentos sobre los que se apontocan los agravios del recurrente, se afeblecen, pierden virtualidad, en la medida que pivotean únicamente en la referida doctrina extracontractualista ya superada en la doctrina y en la jurisprudencia consecuente. 


Correlato de lo cual, no puede afirmarse válidamente la existencia de una falta de legitimación pasiva basada en que sabiendo quienes son los dueños de los animales no se los demandó. Dijimos ut-supra que si bien para estos propietarios resultaría aplicable el art. 1124 del Cód. Civil, ello no es óbice para excluir la responsabilidad de la concesionaria demandada dado que existe -como vimos en el caso "Bianchi" una concurrencia de responsabilidades, sin que importe si se los demandó o nó. Aduno, tampoco importa si fueron citados o no por la concesionaria a integrar la litis (arts. 34 inc. 4º, 330 inc. 6º, 354 inc. 1º, 163, 272 del CPCC).


Más aún, basada también la sentencia en crisis en la doctrina que hemos denominado "de la responsabilidad", sustentada por la SCBA en la causa Ac. 82.395, debemos decir -coincidiendo con el sentenciante de origen- que la obligación de seguridad de medios -a la cual se refiere Roncoroni en su voto- fue incumplida por la concesionaria, si reparamos en los dichos del testigo Ruiz -cuyas declaraciones no han sido puestas en tela de juicio- que depone en la causa penal atraillada a fs. 303/304, cuando relata que hacía más de un mes aproximadamente que unos animales vacunos pastaban en la calle, es decir al lado de las banquinas de la Ruta 205, a la altura del H. 185 y que en varias oportunidades avisó a la empresa, pero no tomaron medidas (arts. 384, 456 del CPCC). Ergo, el incumplimiento de la empresa demandada radica en que no desplegó toda la diligencia y sus buenos oficios (vg. patrullajes de la ruta, revisión de alambrados aledaños, etc. luego de la advertencia hecha por Ruiz) para remover a esos vacunos y devolver al tránsito la seguridad que estaba obligada a prestarle a los usuarios. Existió, por ende, -al decir de Lorenzetti- la violación de un deber de previsión concreto.

Ya sea por acción y omisión, la conducta de la concesionaria guarda la necesaria relación de causalidad con el daño ocurrido (arts. 902 y sgtes. del CPCC) porque el efecto dañoso es el que debía resultar normalmente de la omisión antijurídica de la concesionaria, según el orden natural y ordinario de las cosas (art. 901 del Cód. Civil). La relación efectiva y adecuada (normal) entre la omisión y el daño está probada: éste ha sido causado u ocasionado por aquél (arts. 1068, 1074, 1109, 1113, 1114 y cc. del Cód. Civil; S.C.B.A. Ac. 31.531; Ac. 35.353). Recuerdo que nuestro Cód. Civil ha adoptado como método científico para procurar el conocimiento de las cosas la "doctrina o teoría de la causa adecuada", teoría que aquilata la adecuación de la causa en función de la posibilidad de un resultado atendiendo a lo que corrientemente acaece según lo indica la experiencia diaria en el orden al curso ordinario de los acontecimientos "id quod plerunque accidit". Adecuación quiere decir adaptación; el efecto ha de ser apropiado a la forma de obrar del sujeto en función del daño resultante, que era de esperar en la esfera del curso normal de los acontecimientos. El concepto de "causalidad adecuada" implica, pues, el de regularidad, apreciada de conformidad con lo que acostumbra a suceder en la vida misma. Es decir, para que exista relación causal, la acción u omisión tiene que ser idónea para producir el efecto operado, tiene que determinarlo normalmente (cfr. GOLDEMBERG I., "La relación de causalidad en la responsabilidad civil", pág. 32 y sgtes.). 


Además, habiendo sido claramente previsible para la concesionaria el hecho acaecido frente a la denuncia o comunicación que le efectuara el testigo Ruiz, cabe descartar la eximente esgrimida por la demandada de caso fortuito o fuerza mayor (doct. art. 514 del Cód. Civil).


Baste lo expuesto para sellar la suerte adversa del recurso y confirmar el juicio de responsabilidad realizado en la sentencia apelada.


III. El "quantum debeatur":

Zanjada la cuestión atinente a la responsabilidad corresponde ahora atender los agravios de la parte actora sobre la indemnización debida.


1. El apoderado del coactor Alberto Angel Reale se agravia por la forma en que ha sido tratada la indemnización por el lucro cesante, argumentando, por un lado, que el Juez de grado se ha apartado de la pericia contable sin dar las causas precisas de ese proceder; y, por otro, por haber limitado la extensión del resarcimiento a una fecha, sin merituar que su representado para esa fecha no estaba en condiciones de adquirir otra unidad.


2. La queja es inaudible. En efecto, el primer reproche es producto de una mala lectura de la sentencia, toda vez que el Juez de grado a fs. 759 vta., último párrafo, claramente explicó los motivos en virtud de las cuales consideró apropiado apartarse de la pericia contable de fs. 530/534. Motivos que, por otra parte, llegan inhiestos a esta Alzada por falta de crítica razonada y concreta (arts. 260, 261, 384, 474, del CPCC).


En cuanto a la fecha límite del daño que se cuestiona, tampoco voy a darle la razón al quejoso, toda vez que la extensión de éste resarcimiento -en los casos de destrucción total del rodado- está determinada por el tiempo razonable para reemplazarlo o adquirir otro similar porque esta es la consecuencia inmediata del accidente que los responsables están obligados a pagar; y no por el tiempo más vasto derivado de la situación personal y/o económica del damnificado para adquirir otro vehículo, situación ésta última claramente subjetiva de la víctima y desconocida por el victimario y que éste no puede preveer, por ser una consecuencia casual que los demandados no están obligados a reparar (doct. arts. 901, y sgtes. del Cód. Civil; cfr. ZAVALA DE GONZALEZ M., "Resarcimiento de daños", t. 1, pág. 142).


El período de casi cuatro meses y medio considerado para tasar el lucro cesante (desde el 16/11/96 hasta el 4-3-97) por el Dr. Torre es más que razonable y se corresponde con precedentes similares fallados por éste Tribunal (doct. arts. 163 incs. 5º y 6º y 165 del CPCC.; causa nº 233.689, RSD: 202/2000).


IV. La tasa de interés.

1. Agravia a la parte actora la tasa pasiva aplicada por el Juez de grado. Pide se aplique la tasa activa desde la fecha del evento dañoso y hasta el efectivo pago.


2. El agravio es parcialmente audible.


A partir de la causa nº 249.036 del 11-12-2007 (RSD: 281/07) esta Sala ha replanteado el tema de la tasa de interés, dejando de lado los precedentes y la doctrina de la casación provincial que siempre hemos seguido hasta entonces en razón de su obligatoriedad para los jueces de grado. Pero, convencido de que la obligatoriedad de la doctrina legal tiene vigencia en cuanto deja sentado que si en el futuro se produce tal situación corresponderá tal solución; mas cuando varían aquellos presupuestos normativos y de hecho, es de toda evidencia y justicia no caer en la "sacralización" de la doctrina y aplicarla dogmáticamente sin otra consideración; máxime cuando la Corte Suprema de la Nación viene sosteniendo "...que la determinación de la tasa de interés a aplicar en los términos del art. 622 del Cód. Civil, como consecuencia del régimen establecido por la ley 23.928, queda ubicada en el espacio de la razonable discreción de los jueces de la causa que interpretan dichos ordenamientos sin lesionar garantías constitucionales en tanto sus normas no imponen una versión reglamentaria única del ámbito en cuestión (doct. art. 622 del Cód. Civil; CSN en autos "G.C.M. c/ Provincia de Santa Fe", sent. del 10-4-2003, en La Ley 2003-D-521). A ello se suma, que la fijación de intereses es provisoria ya que su determinación debe responder a las fluctuantes condiciones de la economía de un país. Por esta razón la variación de las tasas de interés por el flujo de los distintos factores puede marcar la necesidad de revisar los criterios ponderados en su momento en esta materia para adaptarlos a las nuevas realidades económicas, tal como lo ha reconocido  la Suprema Corte de esta Provincia en el Ac. 92.695, sent. del 8-3-2007, in re: "Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Waits de Luque Ana s/ Apremio". Por ello, la importancia de la revisión que se propone radica en que hoy ya no se puede determinar con justicia un resarcimiento sin prestar atención al costo de lo que se debe. De allí, la incidencia fundamental de la tasa a aplicar para el cálculo de los intereses moratorios o resarcitorios -como también algún tratadista los ha denominado-, dado que su función es resarcitoria, al reparar el daño que provoca el retardo injustificado e imputable en el cumplimiento de una obligación. Es que debe procurarse que la tasa restaure de modo efectivo la privación del capital adeudado al acreedor durante el período de la mora, con miras a lograr la justicia individual del caso e impedir que el incumplimiento, como conducta social, sea premiado y, de tal modo, estimulado, con las obvias consecuencias que de allí resultan para la sociedad en su conjunto y el desmedro consiguiente de la seguridad judicial (ver  SCBA causa Ac. 92.695 cit.).


Haciendo un poco de historia acerca de las fluctuaciones económicas acaecidas en el país y sus repercusiones sobre la tasa de interés he de recordar que con anterioridad a la ley de convertibilidad 23.928 era admitida la actualización de deudas a través de mecanismos de ajustes. En esa época los intereses moratorios eran reducidos pues el valor adeudado se encontraba preservado por la aplicación de los índices de variación de precios. Ante la prohibición que aquella ley decretó respecto de la utilización de mecanismos de indexación de deudas a efectos de corregirlas de la depreciación que pudiera traer la inflación, la tasa de interés cobró mayor relevancia. Ello, dado que, "...si bien la tasa no es un mecanismo de actualización del capital ya sea porque su función económica es la mencionada o la de establecer el precio por el uso del dinero en la operación crediticia, cabe contemplar a los efectos de su fijación -entre otras variables- la expectativa inflacionaria" (cfr. Ferrer, Patricia, "Fijación judicial de los intereses moratorios. El anatocismo judicial", en J. A. 2.003-IV- pág. 46/52; Condorelli E. J. L. "Reflexiones en torno al art. 8 de la ley 23.928: la detención del ajuste monetario hasta el día 1-4-91 resulta inconstitucional", en Moisset de Espanes (coord.), Convertibilidad del Austral", pág. 83 y sgtes., Ed. Zavalía, Bs. As.). Durante el período que duró la convertibilidad, dada la estabilidad de nuestra moneda, la tasa pasiva era positiva -estaba por encima de la inflación- y se revelaba como una tasa retributiva que se encontraba incluso por encima de las tasas internacionales como la Libor y la Prime Rate. Pero el fin de la convertibilidad monetaria, las nuevas variables económicas que se produjeron en el país a raíz de la situación de emergencia en que estuvo inmerso, el dictado de la ley 25.561 y normas concordantes; y los índices de precios al consumidor suministrados por el INDEC -hoy puestos en duda acerca de su credibilidad por la mayoría de los economistas y por los mismos funcionarios del Instituto, que los tildan de no reflejar una realidad que se evidencia mucho mayor-, han alterado las bases en que se fundó la aplicación de la tasa pasiva (repárese que en el año 2.002, la devaluación del peso fue del 300% y la depreciación de la moneda fue de un 45%, aproximadamente, aunque también se afirma que los precios subieron un 80% en esa época; ver Diana N. "Pesificación asimétrica, tasa de interés y razonabilidad del acto administrativo", en L.L. Suplemento de jurisprudencia de derecho administrativo, pág. 332). Hoy ya nadie ignora que la tasa pasiva no cumple ni remotamente con los fines enunciados precedentemente y mucho menos cumple su función propia de "interés moratorio". Decía ya Rouges J., en el año 1.995, que es innegable que las tasas pasivas que los bancos pagan a sus clientes por depósitos a plazo fijo o en Caja de Ahorro, no se ajustan a una realidad inflacionaria (ver "Ley de convertibilidad e intereses", L.L. 1995-C-1.317). 

En efecto, la pesificación de las obligaciones contraídas en moneda extranjera que estableció el cuerpo de normas en el marco de la emergencia económica, la autorización de índices de actualización monetaria (CER y CVS) en ciertos supuestos y sobre todo la devaluación de nuestra moneda resultante del abandono de la paridad del peso respecto del dólar tuvieron gran impacto no sólo en nuestro sistema financiero sino también en el mercado del dinero y en las tasas de interés que en él se exigen; mercado al que ha de acudir el acreedor ante el incumplimiento moroso de su deudor. No obstante los cambios operados, no fueron derogados los art. 7 y 10 de la ley 23.928 respecto de la prohibición de utilizar cláusulas de actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de deudas, ni el art. 619 del Cód. Civil en cuanto al principio nominalista implementado en las obligaciones de dar sumas de dinero. 

Ahora bien, he resaltado la situación discordante que se produce entre la conservación del principio nominalista y la devaluación sufrida por nuestra moneda para dejar entrever la necesidad de buscar un mecanismo que permita preservar la incolumnidad del capital de condena en favor del damnificado. Como señala Márquez, la prohibición de indexar en una economía inflacionaria pone a los operadores del derecho ante un dilema. O se declara inconstitucional el sistema por violatorio del derecho de propiedad del acreedor o se lo preserva dotando a los operadores de vías aptas para reparar el efecto de la inflación sobre las deudas dinerarias ("Prohibición de indexar e intereses", en J.A. 2.002-IV-pág. 1099; Condorelli E. J. L. "Reflexiones en torno al art. 8 de la ley 23.928: la detención del ajuste monetario hasta el día 1-4-91 resulta inconstitucional", ob. cit. pág. 83). Ante este dilema me he inclinado en mi trabajo que he citado ut-supra, por la vía de "los intereses" porque, aún dentro de la ortodoxia nominalista, ha sido el mecanismo histórico de actualización tanto en economías inflacionarias (como la nuestra) como en sistemas desarrollados (cfr. Alterini, A. "La Corte Suprema y la tasa de interés", en L.L. 1.994-C-289; Chiaramonte, J. "Convertibilidad, desindexación y tasa de interés", en E.D. t. 146, pág. 312). 

Por otra parte, convencido estoy sobre que la aplicación de la tasa activa como medio de actualización, no genera más inflación, como suele sostenerse, ya que de hecho es la que utiliza el sistema financiero y los jueces no hacen otra cosa que aplicarlas a un caso concreto.


El art. 622 del Cód. Civil, de una manera realista autoriza al juez a fijar el interés; o sea, que el daño moratorio se indemniza con el pago de un interés, que es lo necesario para obtener el dinero en plaza. Resulta claro que esta clase de intereses tiene por objeto compensar o resarcir al acreedor la indisponibilidad del uso del capital, por un determinado período de tiempo. Ello es así, con total independencia de una efectiva inversión de capital por parte del acreedor, pues en caso de exigirse la misma, se obligaría al damnificado -que ya se ha visto dañado por el suceso- a recurrir a la plaza financiera en procura de crédito, y a pagar por su obtención los correspondientes intereses a la tasa activa. Es decir, se perjudicaría nuevamente al acreedor obligándoselo a conseguir capital para afrontar las consecuencias patrimoniales del ilícito, pues se vio privado de la disposición de lo suyo que se encuentra en poder del deudor. Al mismo tiempo, se beneficia injustamente a este último, premiándolo por el incumplimiento, al permitirle el libre disfrute de la cosa ajena, pudiendo además lucrar con la renta que naturalmente produce. La concepción expuesta se refuerza con las opiniones de Winscheid (citado a su vez por Busso en Cód. Civil Anotado, t. IV, pág. 267) para quien los intereses constituyen la compensación dada al acreedor por la privación de uso de algo a lo que él tiene derecho; y de Ennecerus, quien destaca que la determinación de los intereses está en proporción al capital, y al tiempo de su utilización por el deudor (según la cita de Villegas C. Schujman M. "Intereses y Tasas", Abeledo Perrot- Bs. As. 1.990, pág. 81). Adoptar un criterio distinto, llevaría a la poca valiosa situación de colocar al deudor moroso en mejor situación luego del incumplimiento, lo que implica una injusta recompensa para quienes no cumplieron sus obligaciones en tiempo oportuno. Por último, también quiero señalar que una tasa inferior a la activa de plaza provoca un beneficio para el deudor moroso que aumenta a medida que el proceso se dilata, mientras que una tasa como la que proponemos -acorde con las del mercado- constituye un estímulo para la rápida conclusión de los litigios, objetivo éste último que es deseable, en tanto se ajusta a la garantía ínsita en el art. 18 de la Constitución Nacional.


Destaco también que la Corte Suprema de Justicia de la Nación abandonó el criterio utilizado en el fallo "Y.P.F. c/ Pcia. de Corrientes, de fecha 3-3-1992 y actualmente aplica la tasa de interés activa (ver "G. C. M. c/ Pcia. de Santa Fe; en L.L. 2003-D-521; íd. Fallos: 317:1921, causas H.; íd causa B-883 XXXVI "Blanco c/ Pcia. de Bs. As. s/ Daños y Perjuicios", del 7-10-2003; íd. C. 573 XXXIII, "Campos y Colonias S.A. c/ Pcia. de Bs. As. s/ Daños y Perjuicios, sent. 11-3-2003); asimismo, la vienen aplicando en la materia que nos ocupa las Salas II y III en lo Federal, Civil y Comercial; la Cámara Civil y Comercial de Córdoba, la Cámara Civil y Comercial de Santa Fe, la Cámara Civil y Comercial de Corrientes, y en nuestra Provincia las Cámaras Civiles y Comerciales de Quilmes (Sala II), San Martín (Sala I), Bahía Blanca (Sala I) y sigue la larga lista publicada por Trigo Represas-López Mesa en "Tratado de la Responsabilidad Civil", t. IV- pág. 841, Ed. L.L., Bs. As. Marzo 2.004.5. 


Me hago ahora cargo de un aspecto práctico. Es cierto que la tasa activa se traduce en indemnizaciones más altas -argumento que frecuentemente estamos escuchando de las partes condenadas-; pero no es menos cierto que el problema reside, no tanto en la tasa, sino en el largo tiempo que usualmente transcurre entre el accidente y el efectivo pago de la indemnización. El remedio para ello consiste, no en desconocer ese costo y usar una tasa que no permite obtener dinero, sino en fijar prudentemente las indemnizaciones sin perder de vista los valores reales al momento de sentenciar y establecer una tasa que permita preservar el capital de condena. En otras palabras, la definitiva ecuación indemnizatoria pasa por la prudencia de los jueces a la hora de fijar las indemnizaciones y por la fijación de una tasa que garantice la extensión del derecho del acreedor para que éste pueda obtener el dinero impago (doct. arts. 622 y 1.083 del Cód. Civil).


En autos para establecer la mentada ecuación definitiva debemos tener presente que el acaecimiento del evento ocurrió en el año 1996, período en que todavía estaba vigente la ley de convertibilidad que daba estabilidad a nuestra moneda. Como vimos, en esa época, la tasa pasiva era positiva -estaba por encima de la inflación-, pero a partir del dictado de la ley 25.561 –que puso fin a la convertibilidad de nuestra moneda- se han alterado las bases en que se fundó la aplicación de la tasa pasiva a raíz del consecuente y notorio proceso inflacionario que deprecia día a día nuestra moneda (repárese que en el año 2002, la devaluación del peso fue del 300% y la depreciación de la moneda fue de un 45%, aproximadamente, aunque también se afirma que los precios subieron un 80%; ver Diana N. "Pesificación asimétrica, tasa de interés y razonabilidad del acto administrativo").


De tal modo, como solución justa y equitativa tengo para mí que corresponde mantener la tasa pasiva que aplica el fallo apelado hasta el 6-1-02 (fecha en la que fue sancionada y promulgada la "Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario" nº 25.561), y a partir de allí y hasta el efectivo pago deberán liquidarse los intereses a la tasa activa que cobra el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones ordinarias de descuento a treinta días (doct. arts. 622, 1083 del Cód. Civil).


Con el alcance indicado propongo al Acuerdo revocar la sentencia.


Por ello, con la salvedad hecha en el considerando IV, punto 2, "in fine" de la presente, doy mi voto por la AFIRMATIVA.


A la misma primera cuestión el señor juez doctor Lavié (h) dijo que adhería al precedente voto por aducir idénticos fundamentos.

A la segunda cuestión el señor juez doctor Pérez Crocco dijo:

Que, atendiendo al acuerdo logrado al tratarse la anterior, corresponde, y así lo propongo, confirmar la sentencia apelada en lo principal que decide y revocarla en cuando a la tasa de interés que fija; consecuentemente, los intereses deberán liquidarse con la tasa pasiva que aplica el fallo apelado desde la fecha del evento dañoso hasta el 6-1-02 y a partir de allí y hasta el efectivo pago con la tasa activa que cobra el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones ordinarias de descuento a treinta días; con costas a la parte demandada por resultar vencida (art. 68, segunda parte, del C.P.C.C.). 

ASI LO VOTO

A la misma segunda cuestión el señor juez doctor Lavié (h) dijo que adhería al precedente voto por aducir idénticos fundamentos. Con lo que finalizó el acuerdo, dictándose la siguiente
S E N T E N C I A

Que en el presente Acuerdo ha quedado establecido, con la salvedad hecha en el considerando IV, punto 2, "in fine" de la presente, que la apelada sentencia se ajusta a derecho (ver citas legales hechas en los considerandos de esta sentencia). En consecuencia, se confirma parcialmente la sentencia de fs. 750/764 en lo principal que decide y se la modifica en cuando a la tasa de interés que fija, los que deberán liquidarse con la tasa pasiva que aplica el fallo apelado desde la fecha del evento dañoso hasta el 6-1-02 y a partir de allí y hasta el efectivo pago con la tasa activa que cobra el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones ordinarias de descuento a treinta días; con costas, a cuyo efecto se difiere la regulación del honorarios devengado para la oportunidad de los arts. 51 y 31 de la ley 8904. REGISTRESE. NOTIFIQUESE. DEVUELVASE.
